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Proceso  Verbal 

Demandante Pompilio de Jesús Rivera García y otra 

Demandado Juan Guillermo Ospina Franco 

Radicado  No. 05001-31-03-010-2018-00059-01 

Procedencia Juzgado Décimo Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 027 

 Decisión  Confirma 

Tema  Simulación 

Subtemas  Momento a partir del cual se inicia el cómputo del 

término prescriptivo en la acción de simulación. 

Jurisprudencia. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), cinco de diciembre de dos mil veintidós 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

DE MEDELLÍN, en el proceso verbal instaurado por 

POMPILIO DE JESÚS RIVERA GARCÍA y CELINA 

MORENO DE RIVERA, contra JUAN GUILLERMO OSPINA 

FRANCO. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Invoca las siguientes: (i) Principal: Que se 

declare absolutamente simulado por carecer de los elementos 

esenciales del consentimiento, causa y precio, el contrato de 

compraventa vertido en la escritura pública 4161 del 29 de 

septiembre de 2004, otorgada en la Notaría Segunda de 

Medellín, celebrado por los demandantes como vendedores y 

el demandado como comprador, respecto al bien inmueble 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 01N-5020929 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 

Zona Norte, ubicado en la Avenida 42B No. 54-26, 

Urbanización Ciudad Niquia, del municipio de Bello (Ant.). 

 

(ii) Primera subsidiaria: Se declare que los pretensores 

sufrieron en su patrimonio lesión enorme porque el precio que 

figura en el acto escriturario no fue cancelado por el 

comprador (arts. 1946 a 1954 del Código Civil). 

 

(iii) Segunda subsidiaria: Como consecuencia de la falta de 

pago del precio y, en caso de haberse cancelado, lo fue por 

una suma irrisoria, por lo que la supuesta compraventa se 

debe declarar rescindida por lesión enorme. 

 

(iv) Primera consecuencial: Como consecuencia del 

acogimiento de la pretensión principal; se ordene la 

cancelación de la escritura pública objeto del proceso, así 

como de la anotación 007 del 04 de octubre de 2004, 

registrada en el folio de matrícula inmobiliaria No. 01N-
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5020929 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Medellín, Zona Norte. 

 

(v) Segunda consecuencial: Se condene en costas a la parte 

demandada.  

 

Elementos fácticos: La señora Vilma Celina Rivera Moreno, 

hija de los demandantes, convivió como compañera 

permanente con el demandado durante 11 años, esto es, 

hasta el mes de julio de 2016, cuando terminó la relación; en 

el año 2004, la señora Vilma Celina solicitó a sus padres le 

colaboraran al accionado, traspasándole el bien objeto del 

proceso para le hicieran entrega de $25.338.283,oo, por parte 

de la Caja Promotora de Vivienda Militar, porque si no 

concretaba la compra de una vivienda perdía el derecho a 

recibir dicho dinero, y no tenía a nadie que le hiciera ese favor; 

para esa época, el accionado se desempeñaba como Agente 

de la Policía Nacional y en la actualidad está pensionado; las 

partes inicialmente celebraron un contrato de promesa de 

compraventa y, en razón de ello, la Caja Promotora de 

Vivienda Militar giró a favor de la señora Celina Rivera de 

Moreno $11.726.283.,oo; posteriormente, suscribieron la 

escritura pública de compraventa y la citada entidad realizó un 

nuevo giro a la actora por $13.312.000,oo, para un total de 

$25.338.283,oo; el primer giro fue retirado por la demandante 

de su cuenta de ahorros en el Banco Caja Social, conforme las 

instrucciones dadas por el demandado, con la finalidad de 

pagar el impuesto predial de la propiedad, para obtener el paz 

y salvo para el otorgamiento de la escritura pública, dinero 

donado por el accionado a los pretensores por el favor que le 

estaban haciendo y, el resto,  fue entregado al demandado en 
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forma personal y en presencia de la señora Vilma Celina Rivera 

Moreno; el valor del segundo giro, quedó en custodia de la 

demandante quien constituyó un CDT en la citada entidad 

bancaria conforme lo sugirió el accionado. 

 

El bien de propiedad de los demandantes transferido al 

demandado, según escritura pública 4161 del 29 de 

septiembre de 2004, otorgada en la Notaria Segunda de 

Medellín, se encuentra ubicado en la Avenida 42B No. 54-26, 

Urbanización Ciudad Niquia, del municipio de Bello (Ant.), y se 

distingue con la matrícula inmobiliaria No. 01N-5020929 de la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona 

Norte; los contratantes pactaron en forma verbal que el pasivo 

les devolvería el inmueble, una vez transcurridos dos (2) años, 

tal como lo exigía la Caja Promotora de Vivienda Militar; en el 

mes de agosto del año 2006, la demandante fue secuestrada 

por las FARC y, luego de pagar el rescate, decidieron que 

mientras menos bienes figuraran en su patrimonio era mejor 

porque hacía varios años venían pagando extorsión; luego la 

familia Rivera Moreno advirtió que el CDT constituido por 

$13.612.000,oo, se extravió, e iniciaron el proceso de 

reposición de título valor, por el que se les desembolsó 

aproximadamente $15.000.000,oo, que entregaron al 

demandado bajo recibo y en presencia de Vilma Celina Rivera 

Moreno; el accionado fue requerido en varias ocasiones por la 

señora Rivera Moreno, para que devolviera el inmueble a sus 

verdaderos propietarios y siempre contestaba que no había 

problema que firmaba cuando fuera necesario; pese a lo 

anterior, el demandado en compañía de su señora madre 

María Belarmina Franco de Ospina, visitó a los demandantes y 

les manifestó que Vilma Celina le adeudaba $20.000.000,oo 
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más los intereses desde el año 2002 y. que por esa razón, no 

les devolvía la propiedad; el 03 de agosto de 2017, que se 

celebró la audiencia de conciliación extrajudicial, el accionado 

afirmó que no devolvía la propiedad porque la hija de los 

pretensores Vilma Celina Rivera Moreno, le adeudaba 

$71.160.805,oo, conforme la cuenta que allegó; en el mes de 

diciembre de 2016, nuevamente la hija de los demandantes 

requirió al accionado vía telefónica para que devolviera la 

propiedad a sus padres, a lo que le manifestó que era 

consciente del favor que le habían hecho, pero que la 

propiedad la devolvía cuando le pagaran los $20.000.000,oo 

más los intereses desde el año 2002.  

 

A pesar que el inmueble objeto del proceso aparece a nombre 

del demandado, son los demandantes quienes ejercen la 

posesión real y material del mismo como señores y dueños, 

sin interrupción ni oposición de ningún tercero, puesto que lo 

arriendan y reciben su producto sin impedimento alguno; 

dicho bien, a raíz de los quebrantos de salud que vienen 

presentando los actores, y conforme lo ordenado por éstos, es 

administrado por su hijo Juan Guillermo Rivera Moreno; el 

demandado pese a que suscribió el acto escriturario que se 

ataca, nunca tuvo la intención de adquirir el bien inmueble 

objeto del proceso, porque la única finalidad era que le 

entregaran el subsidio de vivienda por parte de la Caja 

Promotora de Vivienda Militar y pese a que dichos dineros los 

recibió la demandante, le fueron entregados al accionado 

como viene de indicarse; además, los pretensores como 

supuestos vendedores, nunca tuvieron la intención real de 

vender la propiedad; el valor o precio del bien a que se contrae 

la escritura pública, es muy inferior a su valor comercial; 
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además, el dinero depositado en la cuenta de la actora se 

entregó en su totalidad al demandado. 

 

El demandado fue citado por los demandantes al Centro de 

Conciliación de la Policía Nacional, y pese a no constar en el 

acta, éste reconoció que los pretensores le hicieron un favor 

al traspasar a su nombre la propiedad para que le entregaran 

el subsidio de vivienda a que tenía derecho por parte de la 

Caja Promotora de Vivienda Militar; el inmueble tiene un valor 

comercial de aproximadamente $300.000.000,oo; además 

afirmó, que devolvería el bien una vez le cancelen los 

$71.000.000,oo, que la señora Vilma Celina Rivera Moreno, le 

adeuda; previo a asistir a la audiencia canceló el impuesto 

predial de la propiedad y, luego indicó, que si le entregaban 

$17.000.000,oo devolvía el bien; ante la negativa de pagarle 

suma alguna a excepto de lo cancelado por impuesto predial, 

no se llegó a ningún acuerdo.  

 

Admisión de la demanda y réplica: Una vez admitida la 

demanda por auto del 07 de febrero de 2018 y notificado al 

curador ad-litem designado al demandado, previo el 

emplazamiento de rigor, la replicó, frente a las pretensiones 

indicó que se estaba a lo que resulte probado en el proceso, y 

como medios de defensa propuso los siguientes: i) falta de 

prueba de elementos que determinen la existencia de la 

simulación absoluta; ii) ausencia de lesión enorme; iii) 

prescripción extintiva de la solicitud de declaratoria de 

la simulación absoluta y, iv) prescripción extintiva de la 

acción de rescisión por lesión enorme. 
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Sentencia: Se profirió el 13 de noviembre de 2020, con la 

siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: SE DECLARA simulada en forma absoluta para 

efectos jurídicos la compraventa contenida en la escritura 

pública 4161 del 29 de septiembre de 2004 de la notaría 

segunda de Medellín, suscrita entre los señores POMPILIO DE 

JESÚS RIVERA y CELINA MORENO DE RIVERA como 

vendedores y el señor JUAN GUILLERMO OSPINA FRANCO, 

como comprador y relacionada con el inmueble con folio de 

matrícula inmobiliaria No. 01N-5020929 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín Zona Norte.   

  

“SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena la 

cancelación de la escritura pública 4161 del 29 de septiembre 

de 2004 de la Notaría segunda de Medellín, contentiva del 

contrato simulado, igualmente, se ordena que se cancele la 

anotación 7 del folio de matrícula inmobiliaria No. 01N-

5020929 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Medellín Zona Norte. Por secretaría se exhortará, tanto a la 

Notaría Segunda de Medellín y a la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín Zona Norte para que acaten 

la medida. 

 

“TERCERO: Se CONDENA en costas a la parte demandada, al 

liquidarse por secretaría inclúyase por concepto de agencias 

en derecho la suma de cinco (5) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

“La presente decisión se notifica en estrados”. 
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En torno a la excepción de prescripción de la acción de 

simulación, luego de reseñar lo precisado por la jurisprudencia 

en tal sentido, indica que, acorde con la segunda tesis que 

viene de reseñar y que ha sido acogida por el  Despacho, la 

fecha de iniciación del término prescriptivo no corresponde al 

día de la celebración del acto público, sino a la fecha en que el 

comprador aparente, en el contrato de compraventa, se negó 

a cumplir lo acordado en forma subyacente, es decir, a 

devolver el bien supuestamente vendido; toda vez, que la 

escritura pública de compraventa  se otorgó el 29 de 

septiembre de 2004, en la Notaría Segunda de Medellín, donde 

los demandantes dijeron vender y el demandado comprar el 

inmueble con matrícula inmobiliaria 01N-5020929 de la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona 

Norte; señalando ambas partes que dos (2) años después de 

dicho acto surgía la obligación de devolver el bien; la parte 

actora afirma que era una obligación pura y simple, y el 

demandado por el contrario indica, que primero le tenían que 

pagar una deuda para regresar el bien a los anteriores 

propietarios; de manera que el bien volvería si fuera el caso a 

los anteriores dueños en el año 2006. Ahora, la excepción de 

prescripción se fundamenta en que desde el año 2006, se tenía 

que contabilizar el término prescriptivo, de donde se concluiría 

que tal fenómeno se interrumpió, dado que si la escritura se 

otorgó el 29 de septiembre de 2004; la devolución del bien 

debió ocurrir en fecha posterior al 29 de septiembre de 2006; 

la demanda se presentó el 02 de febrero de 2018 y el término 

prescriptivo de diez (10) años, se debe contabilizar desde el 

momento en que el demandado se negó a devolver la 

propiedad, lo que tuvo lugar según lo afirmado por los testigos 

Vilma Celina y Juan Guillermo Rivera Moreno, en septiembre 
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de 2016 y agosto de 2017; es decir, la demanda se presentó 

antes de que transcurriera el término prescriptivo de diez (10) 

años, y en todo caso, si se asume estrictamente la postura de 

la Corte, la demanda solo se debe presentar cuando quien 

debía devolver el bien se hace en rebeldía; si esta rebeldía en 

el presente caso, se presentó apenas en el año 2016 o en 

agosto de 2017, y es desde esos momentos que se contabiliza 

el término de prescripción, resulta claro, que para el primer 

caso, no estaría satisfecho el término de diez años, y para el 

segundo, apenas estaría contando 3 o 4 años de prescripción, 

y ello sin contar que la demanda interrumpió el término 

prescriptivo que venía corriendo; por lo que considera que no 

está configurada la excepción de prescripción de la acción de 

simulación, formulada por el extremo pasivo. 

 

Al analizar lo referente a la simulación absoluta, para resolver 

la pretensión principal, luego de referir a las normas que 

regenten la materia y lo precisado por la jurisprudencia, afirmó 

que,  para la estructuración de la simulación en un proceso de 

linaje civil, deben concurrir varios elementos, los cuales deben 

estar acreditados para que de esa forma se devele el acto 

oculto, y se privilegie sobre el putativo; al analizar el caso 

concreto, advierte la existencia de varios indicios de la 

simulación a saber: (i) En la anotación 8 de la matrícula No. 

01N-5020929 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Norte; aparece consignado que 

para la compra se utilizó un subsidio otorgado por la Caja 

Promotora de Vivienda Militar, no un simple retiro de cesantías 

como lo manifestó el demandado; lo que corrobora de cierto 

modo la versión de los demandantes en cuanto a que la venta 

fue para obtener dicho beneficio, y entonces el pacto de 
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devolución no estaría en principio sujeto al pago de una 

prestación como lo ha dicho el accionado, sino que estaba 

supeditado a las condiciones de la Caja Promotora de Vivienda 

Militar; esto es, como no se podía vender en menos de dos (2) 

años, la devolución del bien apenas venía a acaecer pasado 

dicho término; (ii) los pretensores continuaron arrendando el 

bien, es decir,  explotándolo como si fueran sus dueños, como 

una forma sinónima a la posesión; existe evidencia de los 

contratos de arrendamiento, y no se justifica en la 

administración inmobiliaria, dado que los demandantes 

utilizaban a uno de sus hijos para el alquiler, es decir, el hecho 

de que no hayan sido personalmente los actores los que 

arrendaran, no significa que el pasivo explotara el bien, dado 

que quien lo administraba en nombre de los actores era el 

señor Juan Guillermo Rivera Moreno, hijo de éstos; tal como 

se puede advertir en el contrato de arrendamiento adosado al 

expediente, y en las versiones del propio Juan Guillermo y de 

la señora Vilma Celina Rivera Moreno; (iii) no existe evidencia 

del pago del precio, solo la confesión que parte del beneficio 

que se le entregó a la señora Celina Moreno, quien a abrió un 

CDT, pero no se acreditó el pago del precio, el que según la 

escritura se considera muy inferior al valor real del inmueble; 

nótese que el local que está en la misma casa, se alquiló 

inicialmente por $660.000,oo, y según lo afirmó el testigo Juan 

Guillermo Rivera Moreno, actualmente supera los 

$800.000.oo; ello quiere decir, que ese solo local tendría un 

valor superior a los sesenta u ochenta millones de pesos, lo 

cual desde lo preliminar evidencia que el precio de 

$25.338.283,oo, es bastante inferior a un justo precio; (iv) si 

los vendedores utilizan la propiedad para obtener renta no se 

advierte motivo para vender, máxime si con el producto de la 
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venta no se iba a adquirir otro bien; amén, que se trata de un 

inmueble que adquirieron hace más de 50 años; lo que devela 

que no tenían intención de enajenarlo; además, no se advierte 

clara la intención de comprar en el demandado, más bien, se 

advierte la intención de hacerse merecedor a un subsidio, que 

no son las cesantías que comenta quiso retirar; amén, que si 

la intención de comprar era asegurar el pago de un préstamo 

como lo afirmó el accionado, no se entiende como dicho pacto 

no quedó estipulado en la escritura pública, máxime que los 

vendedores no eran los deudores, sino que lo es la hija de 

éstos, es decir, si los demandantes no eran los deudores no se 

advierte razón alguna para omitir el pacto de retroventa en el 

acto escriturario que se ataca; además, si se acepta la 

promesa de un pacto de retroventa en forma verbal, una vez 

incumplido; esto es, desde el año 2006, el demandado se 

habría presentado ante la arrendataria y asumido los 

comportamientos propios de quien es el nuevo dueño; se 

puede justificar que no lo hizo dado que sostenía una relación 

sentimental con la señora Vilma Celina Rivera Moreno, hija de 

los pretensores; pero no se entiende como una vez terminada 

la relación en el año 2012, como lo declaró el accionado, 

esperó hasta el 2017, esto es 5 años, para conocer la 

arrendataria; el accionado es contradictorio porque si 

cumplido el pacto de la deuda dispuso del inmueble, usándolo 

como garantía, no se entiende porque refirió que ampliaba el 

plazo y que espera el pago por parte del señor Pompilio; uno 

se pregunta, cuál pago si se supone que ya estaba disponiendo 

del bien; en esa medida considera que todos estos hechos 

indiciantes llevan a concluir, que la compraventa realmente 

fue simulada, y simplemente fue una mascarada para 

aparentar ante la Caja Promotora de Vivienda Militar, que el 
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demandado Juan Guillermo Ospina Franco, tenía una 

propiedad y era merecedor de un subsidio, pero no en una 

realidad de adquirir un bien para hacerlo parte de su 

patrimonio; en dicha medida el Juzgado acogerá la pretensión 

principal. 

 

Apelación: Lo interpuso la parte demandada indicando como 

disenso: No comprende como el Juzgado parte de un hecho 

cierto y llega a una conclusión que es diversa según la 

interpretación que realiza, en cuanto que el acto de rebeldía 

no es un acto particular y propiamente se entiende que el 

interés de atacar el acto simulado surge en el momento en que 

de hecho o de derecho se desconoce el presunto pacto 

simulado; el hecho que el demandado ejerciera actos de 

señorío, usando el bien como garantía de sus obligaciones, 

específicamente el certificado de libertad del inmueble 

contiene una anotación que da cuenta de un acto de señor y 

dueño al utilizar el bien como garantía de un préstamo con el 

Banco AV Villas, y al cual no se opusieron los demandantes 

pues allí les debió surgir el interés para promover la acción, lo 

cual ocurrió en el año 2006; en este sentido considera que el 

acto de rebeldía se presentó en el año 2006 y, por lo tanto, el 

computo de la prescripción se debió realizar desde dicha 

anualidad; no está acreditado que el término se interrumpió, 

por lo que no está de acuerdo con la decisión en cuanto no 

acogió la excepción de prescripción de la acción de simulación.  

 

En segunda instancia al descorrer el traslado, luego de 

transcribir el recuento fáctico y las consideraciones del 

Juzgado de primer grado; procedió al análisis de los medios 

de prueba recaudados, especialmente las versiones rendidas 
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por los señores Vilma Celina Rivera Moreno y Juan Guillermo 

Rivera Moreno, cuyo testimonio fue tachado al tenor del 

artículo 211 del C.G.P., en atención a que son hijos de los 

demandantes, tal como lo ha precisado la jurisprudencia; en 

cuanto la versión del señor Juan Guillermo Rivera Moreno, éste 

indica que los actos de rebeldía del demandado le son 

desconocidos porque no estuvo presente cuando se le requirió 

para devolver el inmueble, conforme el acuerdo privado entre 

los demandantes y el accionado; el acto de rebeldía lo conoce 

por los dichos de sus padres y hermana; lo que lo convierte 

en un testigo de oídas que poco o nada aporta al proceso, y 

hace la declaración inútil para demostrar la fecha de inicio del 

plazo para promover la acción de simulación absoluta; similar 

situación se presenta con el testimonio de la señora Vilma 

Celina Rivera Moreno, quien admite que el demandado tenía 

que devolver el bien a los demandantes en el año 2006; 

además, afirma que su familia fue objeto de extorsión y 

secuestro y. que por eso, la propiedad se mantuvo en cabeza 

del accionado; situación que no está demostrada y agrega 

nuevos elementos a la ya acreditada fecha para devolver el 

bien inmueble, y que constituye el momento preciso para el 

conteo del término para la requisitoria judicial; además, el 

demandante Pompilio de Jesús Rivera, al absolver el 

interrogatorio es consecuente con lo aducido en la demanda, 

en cuanto que el bien objeto del negocio se debía devolver por 

parte del demandado, transcurridos dos (2) años a la venta, 

en virtud de la condición resolutoria o cláusula de no 

enajenación que se impuso sobre la propiedad; lo que es 

corroborado por la señora Celina Moreno de Rivera, al rendir 

la declaración de parte; incluso, el demandado al absolver el 

interrogatorio de parte es claro en señalar que se pactó que el 
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bien lo devolvería en el año 2006; de donde colige, que resulta 

evidente que la escritura de venta No. 4161, fue otorgada el 

29 de septiembre de 2004, en la Notaría Segunda de Medellín, 

por lo que la entrega del bien tendría lugar en fecha posterior 

al 29 de septiembre de 2006, conforme lo indicado en la 

demanda y reafirmado con las reseñadas pruebas. 

 

Continua precisando, que resulta palmario que la obligación 

restitutoria nacía en el año 2006; más concretamente, el 30 

de septiembre, dado que el bien tenía que permanecer en 

cabeza del demandado por lo menos dos (2) años, acorde con 

la condición resolutoria o de no enajenación contenida en el 

folio de matrícula inmobiliaria; tratándose de una obligación 

pura y simple, como lo afirmó el Juzgado; por lo que se debe 

tener como consecuencia lógica que el acto de rebeldía por 

parte del demandado de no devolver el bien inmueble, surgió 

una vez transcurridos los dos (2) años establecidos en la 

condición resolutoria, y allí era entonces donde surgía para los 

demandantes el interés para reclamar, e iniciaba el plazo letal 

para promover la acción judicial; además, si se quisiera 

encontrar un acto tangible de rebeldía en el actuar del 

accionado para no cumplir con su obligación, se debe apreciar 

la anotación 9 del certificado de libertad del inmueble, donde 

consta un embargo ejecutivo con acción personal, en virtud 

del proceso radicado No. 2005-00917 que se adelantó en el 

Juzgado Sexto Civil Municipal de la ciudad, promovido por el 

Banco Comercial AV Villas, en contra del aquí demandado; de 

donde resulta palpable que al bien se estaba tratando como si 

perteneciera al patrimonio del demandado, por lo que era a 

partir de este momento que nacía el interés de los pretensores 

para su recuperación; lo que no hicieron y postergaron hasta 
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el año 2018, cuando radicaron la demanda; lo que inicialmente 

entendió el Juzgado y, luego, inexplicablemente modificó su 

postura; afirmando sin sustento alguno, que la fecha en que 

se entiende el accionado alzado en rebeldía lo es el año 2016 

o 2017, según lo referido por los testigos; lo que desconoce lo 

indicado en la demanda y confesado por los actores en la 

declaración de parte y, no obstante ello, dio plena credibilidad 

a la versión de los testigos, las cuales fueron tachadas. 

 

De lo anterior colige, que resulta indudable que desde el año 

2006, surgió para los actores el interés para demandar la 

simulación y empezó a correr el término fatal de diez (10) años 

para adelantar el acto; por lo que, para el año 2018, cuando 

se presentó la demanda, ese término ya había transcurrido y, 

por ende, había operado el fenómeno de la prescripción 

extintiva. Por estas razones, solicita revocar la sentencia de 

primer grado y, en su lugar, acoger la excepción de 

prescripción. 

 

Por su parte, el extremo activo al descorrer el traslado aduce 

que el recurrente circunscribe la alzada única y 

exclusivamente a la no declaratoria de la excepción de 

prescripción, dejando de lado los elementos concernientes a la 

acción del art. 1766 del C. Civil, sin reparar las conclusiones 

del Juzgado; esto es, aceptando la simulación en la 

enajenación del inmueble; en la escritura pública No. 4161 se 

impuso al demandado una condición resolutoria en cuanto la 

prohibición de enajenar el bien en los dos (2) años siguientes 

a la fecha de otorgamiento del acto escriturario; toda vez, que 

a raíz de la simulación se benefició de un subsidio otorgado 

por el Gobierno Nacional; la excepción de prescripción se 
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fundamenta en el hecho de que el bien fue embargado en 

proceso ejecutivo promovido por el Banco Comercial AV Villas 

S.A., en contra del aquí accionado y que se adelantara en el 

Juzgado Sexto Civil Municipal de la ciudad; pero dicha medida 

no constituye una negativa para la devolución del bien; 

máxime, que el oficio de embargo se registró el 23 de febrero 

de 2006, es decir, antes de los dos (2) años de la prohibición 

de enajenar. 

 

El demandado en el interrogatorio que absolvió confiesa que 

la relación sentimental con la señora Vilma Rivera Moreno, se 

rompió en el año 2012, que el plazo para que los simulantes 

vendedores le reembolsaran el dinero lo extendió, el cual 

pretendía recuperar por vía del negocio simulado; que por la 

ruptura con su compañera sentimental se negó a devolver el 

bien a sus verdaderos propietarios; lo que sí podría erigirse 

como un acto de rebeldía; continúa afirmando, que la 

jurisprudencia patria establece que a los participantes en el 

negocio simulado, les surge el interés desde cuando el 

simulante comprador es reticente, contumaz u omite 

frontalmente devolver el bien al simulante vendedor; la 

demanda se presentó en el año 2018 porque los demandantes 

se vieron compelidos a ejercer la acción, toda vez, que el 

demandado se negó a devolverles el inmueble; el extremo 

pasivo no fija fecha, ni conducta subjetiva alguna, que denote 

el punto de inicio del cómputo del término prescriptivo, ni 

expone los hechos constitutivos de la prescripción extintiva; 

es decir, no precisa en qué anualidad se cumplieron los diez 

(10) años, desde que a los pretensores les surgió el interés 

para accionar; tampoco señala si operó o no la interrupción de 

la prescripción con la presentación de la demanda; además, el 
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Juzgador no puede reconocer de oficio la excepción de 

prescripción y esta solo se entiende formulada cuando se 

expresan los hechos que la configuran, por lo que dicho medio 

de defensa quedó huérfano de fundamentos que la 

estructuren; tal como lo ha señalado tanto la doctrina como la 

jurisprudencia; al tenor de lo previsto en los arts. 281 y 282 

del C.G.P., la reseñada excepción se debe tener por no 

formulada, como lo ha ordenado la Sala de Casación Civil de 

la Corte Suprema de Justicia. Por estas razones, solicita se 

confirme la sentencia de primer grado. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea el siguiente problema que 

la Sala debe resolver: ¿se debe acoger la excepción de 

prescripción de la acción de simulación propuesta por la parte 

demandada? 

 

La prescripción de la acción de simulación. Todas las 

acciones son susceptibles de prescripción, con la salvedad de 

las que están expresamente consagrados en la ley. Frente a la 

simulación el problema que se suscita es determinar cuál es el 

punto de partida para computar el término de prescripción, si 

desde la celebración del acto simulado, si desde el momento 

que en el deudor se rebela y desconoce los derechos del otro 

contratante, o a partir de algún otro episodio; al efecto, la 

jurisprudencia ha optado por tomar como punto de partida 

para la prescripción el momento en que se concreta el riesgo 

del derecho del titular del dominio que se oculta en el pacto 
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simulado y, de contera, emerge el interés para el ejercicio de 

la acción; al efecto, ha puntualizado: 

 

“5.1 Se está en presencia entonces de una pretensión de 

simulación relativa que se reclama por una de las partes que 

participó en el negocio atacado como aparente, en donde 

ciertamente, como lo vindica (sic) el censor, lo primero por 

establecer para contabilizar el referido lapso de tiempo, no 

debe ser, necesaria y fatalmente, la fecha del contrato. Es una 

postura que podría ser válida, pero siempre teniendo como 

referente el momento en que surge el interés para demandar 

por parte del afectado. 

 

“5.2 El punto de partida sería determinar: ¿cuándo comienza a 

contarse el término de prescripción, en tratándose de un 

negocio cuestionado como relativamente simulado? 

 

“Para la Corte, dicho plazo letal no puede contarse desde la 

fecha de celebración del negocio, sino a partir de un hecho que 

implique un desconocimiento del derecho o relación jurídica 

acordada entre las partes del convenio, como lo ha dicho desde 

1955 y lo reiteró en sentencia de fecha 20 de octubre de 19591: 

 

“Si la cuestión es controvertible del punto de vista doctrinario, 

en derecho colombiano es indudable que la acción de 

simulación absoluta o relativa puede extinguirse por el 

transcurso del tiempo. Salvo los casos expresamente 

señalados en la ley, como respecto de ciertas acciones de 

estado civil (C, C., artículo 406), todas las- acciones son 

 
1 CSJ SC Sent. 20 octubre de 1959. G.J. Tomo XCI N° 2217 2218 2219. Págs. 782 a 788.     
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susceptibles de prescripción extintiva. Efectivamente, la 

norma legal es de carácter general y no admite otras 

excepciones que las expresamente consagradas en la ley. "La 

prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos -

dice, el artículo 2535 del C. C.- exige solamente cierto lapso 

de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas 

acciones". "Toda acción por la cual se reclama un derecho -

estatuye el artículo 2538 del C. C.-se extingue por la 

prescripción adquisitiva del mismo derecho". El término dentro 

del cual se consuma la prescripción extintiva de simulación es 

el ordinario de veinte años, establecido en el inc. 29 del 

artículo 2536 del mismo Código. 

 

“Pero desde cuándo comienza a contarse el término de la 

prescripción extintiva? No puede aceptarse que debe 

comenzar a contarse desde la fecha en que se celebró el 'acto 

o contrato aparente. En este caso, no es aplicable la norma 

legal respecto de la acción pauliana, cuya prescripción de un 

año se cuenta desde la fecha del acto o contrato (C. C., arto 

2491, ord. 3º). La acción pauliana aunque guarda afinidades 

con la acción de simulación tiene fundamentales diferencias.   

 

“La acción de simulación, cierto es, tiene naturaleza 

declarativa. Por medio de ella se pretende descubrir el 

verdadero pacto, oculto o secreto, para hacerlo prevalecer 

sobre el aparente u ostensible. Pero para el ejercicio de la 

acción de simulación es requisito indispensable la 

existencia de un interés jurídico en el actor. Es la 

aparición de tal interés lo que determina la acción de 

prevalencia. Mientras él no exista, la acción no es viable. De 

consiguiente, el término de la prescripción extintiva debe 
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comenzar a contarse desde el momento en que aparece 

el interés jurídico del actor. Sólo entonces se hacen 

exigibles las obligaciones nacidas del acto o contrato 

oculto, de acuerdo con el inciso 2º del artículo 2535 del 

C. C. 

 

“Así tratándose de una compraventa simulada, el interés del 

vendedor aparente, para destruir los efectos del contrato 

ostensible cuando el comprador aparente pretende que tal 

contrato es real y no fingido, desconociendo la eficacia de la 

contraestipulación, nace sólo a partir de este agravio a su 

derecho, necesitado de tutela jurídica. 

 

“La doctrina así expuesta deja sin consistencia la acusación del 

recurrente. Porque en el juicio consta que en vida del aparente 

vendedor Crispiniano Saldarriaga, el aparente comprador 

Antonio Saldarriaga no pretendió producir eficacia a la 

compraventa ficticia. Sólo después de la muerte de aquél, 

acudió a las autoridades en demanda de la entrega del 

inmueble por medio de un juicio de lanzamiento por ocupación 

de hecho que hubo de fracasar. Contra los causahabientes del 

aparente, vendedor sí ha pretendido desconocer la eficacia del 

acto o contrato oculto. En estas condiciones, el término 

para la extinción de la acción de simulación no puede 

contarse a partir de la fecha de la compraventa ficticia, 

sino desde que surgió para los sucesores el interés 

jurídico que legitima su titularidad (G.J., No. 2150, págs. 

525 y s.). (Negrilla fuera de texto). 

 

“Síguese, en concordancia con los precedentes de esta 

Corporación, que es más acorde con la justicia considerar, que 
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mientras esté vigente el pacto simulatorio entre las partes, no 

puede empezar a correr la prescripción y, por consiguiente, la 

exigibilidad que demarca el hito para ese efecto, conforme al 

art. 2535 del C.C., solo puede surgir desde el momento en que 

una de las partes, o sus herederos, desconoce el pacto. 

 

“En otros términos, mientras el "deudor" en la simulación, esto 

es, quien tiene el derecho objeto del negocio oculto, no 

desconozca los atributos del otro contratante, este no estaría 

compelido a "obrar" con el inicio de la acción simulatoria, y por 

eso mismo, en el entretanto no podría contarse el término de 

la prescripción extintiva. Sólo desde el alzamiento en rebeldía 

del deudor, podría iniciarse el fatal plazo prescriptivo. 

 

“Con esa posición, puede concluirse, que el plazo de 

prescripción no corre obligatoriamente como lo dijo el Tribunal, 

desde el negocio simulado, porque se ratifica que el acto en ese 

sentido tiene validez entre las partes, y si es así, mientras se 

mantenga ese estado de cosas, de reconocimiento entre ellas 

del acuerdo simulado, no podría considerarse que hay un riesgo 

para quien puede ver afectado su derecho por conducta de la 

parte contraria.  

 

“Si bien los extremos de la relación negocial pueden tener 

interés en cualquier momento para ejercer la acción de 

simulación, la concreción de un posible perjuicio y, 

consecuentemente, el interés para ese ejercicio, acontece 

cuando una de ellas (o sus causahabientes) pone en riesgo el 

derecho que subyace en el pacto oculto.  
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“5.3 La correcta aplicación del mandato legal exigía, pues, que 

era desde cuando surgiera el interés que se iniciaría la 

contabilización del término, derivando la exposición de la 

sentencia combatida en un equivocado concepto del contenido 

de los textos que se hicieron actuar, particularmente en lo 

atinente a la exigibilidad referida en el canon 2535 del C.C., 

dado que para el éxito de la acción de simulación impetrada 

por el actor, era menester destacar con claridad, el instante a 

partir del cual le nacía y “asistía” el interés serio, legítimo y 

actual para promover la demanda. 

 

“Al respecto, bueno es advertir que la razón de ser de la 

simulación es amparar un derecho en peligro que puede ser 

desconocido, de tal suerte que la exigibilidad nace “sólo a 

partir del agravio al derecho, necesitado de tutela jurídica”2; 

en ese sentido, es evidente que se aplicó incorrectamente el 

canon 2535. 

 

“Para el Tribunal, como se recordará, no hubo explicación de 

la existencia de razón o motivo alguno que le impidiera a 

SANTIAGO AGUDELO demandar la simulación del acto en el 

que su hermana fallecida actuó como interpuesta persona, 

desde la fecha de celebración del contrato, destacando que se 

echaba de menos una razón legal o lógica en virtud de la cual 

se justificara la inacción del demandante, quien no obstante 

conocer del acto jurídico acusado de aparente, por descuido o 

mera tolerancia no inició las acciones legales 

correspondientes. 

 

 
2 G.J. Tomo LXXXIII No 2170 Pag. 284) 
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“Igualmente argumentó, que de aceptar que los términos de 

prescripción extintiva de las acciones deben comenzar a correr 

desde el momento en que los perjudicados con dicho 

fenómeno vean agredidos sus derechos, sería tanto como 

admitir o añadir una causa legal de interrupción y/o renuncia 

de la prescripción no consagrada en el (sic) ley, además de 

habilitar a que el término sea controlado antojadizamente por 

el acreedor afectado. 

 

“Dicho lo anterior, se itera, el juzgador erró al interpretar las 

normas denunciadas como violadas, bajo el criterio de que el 

conteo del término se hacía desde el momento de la 

celebración del contrato salvo las contadas excepciones que 

manifestó, establece la ley. 

 

“Olvidó el juez plural, que el tiempo necesario para configurar 

la prescripción sólo transcurre a partir del instante en que se 

esté en posibilidad de ejercer la respectiva acción, conforme 

al principio según el cual aquella no comienza contra quien no 

puede valerse para actuar (contra nom valentem agere 

prescriptio non currit); puesto que, en últimas, mal se haría 

en condenarse a sufrir la extinción de sus garantías, si no 

cuenta con la opción de ejercerlas3 (CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, sentencia SC21801-

2017, del 15 de diciembre de 2017, Rdo. No. 05101 31 03 001 

2011 00097 01). 

 

El caso concreto: El recurrente no comparte la interpretación 

del Juzgado porque el acto de rebeldía para atacar el acto 

 
3 CSJ SC Sent. Sep 30 de 2002, Rad. 6682 
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simulado surge en el momento en que se desconoce el 

presunto acto simulado; en el presente caso, cuando el 

demandado ejerciendo actos de señor y dueño, utilizó el bien 

inmueble objeto del proceso, como garantía de un préstamo 

con el Banco Av Villas, sin que el extremo activo presentara 

oposición alguna, como aparece en el certificado de libertad y 

que tuvo lugar en el año 2006; lo que implica que el cómputo 

de la prescripción se debió contabilizar desde ese año, término 

que no se interrumpió. 

 

Se precisa que siguiendo las pautas de la jurisprudencia, que 

como precedente orienta la decisión que ha de adoptar,  se 

tiene que determinar cuál fue el acto de rebeldía del 

demandado para cumplir con el acuerdo oculto para devolver 

el bien raíz al extremo activo y según la condición resolutoria 

expresa y en que época tuvo lugar; al efecto se advierte que 

el extremo pasivo solo podía vender el bien inmueble una vez 

transcurriera el plazo de dos años, contados desde su 

adquisición (29 de septiembre de 2004); esto es, solo lo podía 

enajenar o devolver a los demandantes después del 29 de 

septiembre de 2006 y, en tal virtud y honrado el pacto oculto 

que fue acordado, el extremo activo se desentendió; es más, 

lo que se constata es que tal plazo es una condición que se le 

impuso al demandado al concederle el subsidio de vivienda 

que se le entregó para asegurar el cumplimiento de su 

finalidad, como es la de asegurar al demandado la adquisición 

de una vivienda y para que no dispusiera de ella; lo que implica 

que para no incurrir en la prohibición y poner en riesgo el 

mencionado subsidio, el bien debía permanecer en cabeza del 

extremo pasivo dos años, al cabo de los cuales lo podía 

devolver al vendedor; sin que se advierta, que ese fue el plazo 
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que perentoriamente los contratantes pactaron para tal 

efecto; situación bien diferente, es que honrando el 

compromiso el vendedor no reclamara el bien durante ese 

plazo y que lo pudiera hacer con posterioridad a su 

vencimiento, sin que se hubiera concertado una fecha o plazo 

con tal propósito.  

 

Igualmente, el recurrente afirma que se debe tener en cuenta 

el momento en que se negó a  cumplir el acuerdo subyacente 

para contabilizar el término prescriptivo, lo que tuvo lugar el 

23 de febrero de 2006, cuando el bien fue embargado en el 

proceso ejecutivo promovido por el Banco Comercial Av Villas 

S.A., como consta en la anotación No. 9 del certificado de 

libertad; medida que fue cancelada el 11 de mayo de 2010. Al 

contrario de lo afirmado por el recurrente, la Sala observa que 

no se puede tomar el 23 de febrero de 2006, fecha de registro 

de la medida ejecutiva, como parámetro y punto de partida 

para iniciar el computo del término prescriptivo, porque en 

realidad no constituye en acto de rebeldía del demandado o 

mediante el cual esté desconociendo los derechos del 

demandante, pues el hecho de que un tercero inicie un proceso 

de ejecución y como medida cautelar obtenga el embargo del 

bien, objeto del acto simulado, no está sujeto a las partes, por 

ser ajeno a la voluntad de éstas; a lo que se agrega, que no 

existe prueba de que el demandado hubiera dado en garantía 

el inmueble a favor del Banco Av Villas como lo afirma; en 

cuyo caso si habría desconocido y puesto en peligro los 

derechos del extremo act¡vo; es más, el embargo decretado 

como consta en la precitada anotación, no corresponde a un 

proceso ejecutivo hipotecario o con acción real; sino, que 

como allí aparece consignado, corresponde a un “embargo 
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ejecutivo con acción personal”; adicionalmente, basta con 

advertir que en el mencionado certificado de libertad no consta 

gravamen hipotecario alguno a favor de la entidad bancaria; 

razón de más para que la solicitud y decreto del embargo no 

se puede tomar como un acto de rebeldía por parte del 

accionado porque es ajeno a su voluntad y corresponde a la 

actuación de un tercero; incluso, en el plenario no existe 

información de si la obligación que fue objeto de recaudo 

ejecutivo fue adquirida por el extremo pasivo con anterioridad 

o posterioridad al acto que se pregona como simulado. 

 

Ahora, conforme la anotación No. 13, con posterioridad el bien 

raíz sí fue gravado con hipoteca abierta sin límite de cuantía, 

hecho que se materializó mediante la escritura pública No. 836 

del 09 de agosto de 2017, otorgada en la Notaría 24 de 

Medellín y registrada el 14 de los mismos mes y año y con este 

acto del demandado si puso en riesgo el derecho del extremo 

activo, por las consecuencias que puede acarrear una 

hipoteca, en caso de que no se pague el crédito que respalda. 

 

En verdad, solo hasta septiembre de 2016 y agosto de 2017, 

los pretensores a través de su hija Vilma Celina Rivera Moreno 

requirieron al demandado para que les devolviera el bien 

inmueble, como acertadamente lo coligió el señor Juez a quo; 

además, de que fue en ese mes de agosto, que el demandado 

gravó con hipoteca abierta sin límite de cuantía el inmueble, 

como viene de indicarse y, en virtud de la rebeldía de éste, 

toda vez que para reintegrar la propiedad al patrimonio de los 

actores, exigía que le pagaran $71.160.805,oo, que adeudaba 

la señora Vilma Celina Rivera Moreno; siendo ésta la época, el 

punto de partida para contabilizar el término prescriptivo (10 
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años), como atinadamente lo señaló el Juzgado; de donde se 

sigue, que para la fecha de presentación de la demanda, el 05 

de febrero de 2018, ni para la de notificación del auto 

admisorio del curador ad-litem, 23 de septiembre de 2019, 

había transcurrido el término prescriptivo. 

 

Conclusión: Consecuente con lo anterior, se confirmará la 

sentencia de primer grado. 

 

Se condenará en costas a la parte demandada, a favor de la 

demandante. Como agencias en derecho causadas en segunda 

instancia se fijará la suma de DOS MILLONES DE PESOS 

($2.000.000.oo), que equivalen a dos (2) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-10554, del 5 de 

agosto de 2016, expedido por el Consejo Superior de la 

Judicatura), que se liquidarán conjuntamente con las de 

primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se confirma la sentencia de 

fecha y procedencia indicada. 
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2. Se condena en costas a la parte demandada, a favor de la 

demandante. Como agencias en derecho causadas en segunda 

instancia se fija la suma de DOS MILLONES DE PESOS 

($2.000.000.oo), que equivalen a dos (2) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-10554, del 5 de 

agosto de 2016, expedido por el Consejo Superior de la 

Judicatura), que se liquidarán conjuntamente con las de 

primer grado. 

 

3. Se ordena devolver el expediente a su lugar de origen. 

 

COPIÉSE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 
MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 


